Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 28 minutos.) 


De acuerdo con lo conversado con los señores Senadores, hemos decidido dejar pendiente la elección de Presidente de la 
Comisión para la próxima sesión. 


Por su parte, cada señor Senador tendrá la oportunidad de evaluar los temas a estudio de la Comisión, con la aclaración de que los 
que no sean tomados en cuenta serán enviados al archivo, aunque siempre es posible solicitar su retiro. 


A su vez, el Presidente electo y la Comisión deberán contemplar la lista de solicitudes de audiencia, que está siendo repartida en 
este momento. 


El señor Senador Atchugarry nos había planteado un tema e informalmente hemos convocado para abordarlo a quienes ya se 
encuentran en Antesala, el señor Subsecretario de Economía y Finanzas, contador Rosa, y el contador Eibe. Me refiero al asunto 
relativo a las normas para el crecimiento del país. 


(Ingresan a Sala el señor Subsecretario de Economía y Finanzas, contador Rosa, y el contador Eibe.) 


La Comisión da la bienvenida al señor Subsecretario de Economía y Finanzas, contador Rosa, y al contador Eibe, a quienes 
habíamos invitado informalmente para que nos explicitaran el proyecto de ley que llegó a este ámbito en diciembre del año pasado, 
conteniendo normas y exoneraciones de tributos para -como dice la iniciativa- complementar la reactivación. 


Sin más preámbulos, damos la palabra al señor Subsecretario de Economía y Finanzas. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Se trata de un proyecto de ley que formaba parte de un paquete algo mayor que fuera 
complementado por algunos decretos y resoluciones del Ministerio. Todo apuntaba a mejorar las condiciones para la inversión y 
para el empleo. 


Ese paquete contenía rebajas de impuestos al trabajo para quienes contrataban desempleados, se prorrogaban los beneficios para 
proyectos no ejecutados y se mejoraban para las nuevas iniciativas. Asimismo, entre otra cantidad de medidas, se anunciaban 
algunas para facilitar el crédito como, por ejemplo, el leasing. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, podríamos analizar artículo por artículo este proyecto de ley, que contiene distintos 
ajustes para lograr el objetivo de mejorar la actividad productiva y el empleo. 


El actual artículo 1 establece: "Derógase la facultad otorgada al Poder Ejecutivo de establecer detracciones a las exportaciones de 
cueros crudos, salados, pickelados y wet-blue". Dicha norma establece la facultad de fijar detracciones mientras que la Ley de 
Presupuesto de febrero de 2001 faculta al Poder Ejecutivo a dejar sin efecto el régimen de detracciones. 


A través de esta iniciativa se intenta dar certeza de que en el futuro no va a haber detracciones porque podía caber la duda de que 
el sistema era reversible: se usa la facultad pero se plantea la duda en cuanto a que se puede revertir la medida. Teniendo en 
cuenta el entorno y que este instrumento se utiliza bastante para recaudar -por ejemplo, en la Argentina- pensamos que podría 
generar una ventaja competitiva para el Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si se está derogando alguna detracción ya impuesta. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- No, la intención de este artículo es solamente la de dar seguridad jurídica. Las únicas detracciones 
que están vigentes son justamente las que se mantienen. Los señores Senadores se podrán preguntar por qué se mantienen, y 
adelanto que ello sucede porque en la región -tanto en Argentina como en Brasil- existe un régimen bastante agresivo con respecto 
a este tipo de detracciones. En Argentina se calcula un 15% sobre la base ficta muy alta y en Brasil las detracciones son bastante 
más altas. Entonces, esta es una medida para compensar un poco eso. 


SEÑOR HEBER.- Mantenemos las detracciones para los cueros, crudos, salados, pickelados y wet-blue, tema que en el pasado ha 
generado mucha polémica en el Parlamento; pero entiendo que esto es en función, digamos, de una tributación espejo. Me gustaría 
saber si ese es el criterio que tiene el Ministerio de Economía y Finanzas para todo, en general: buscar una situación espejo. 


A veces se usa el argumento de que es bueno mantener determinadas cosas porque las tiene la Argentina y otras veces no. Lo 
importante es saber si este es el criterio general. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- En este caso se entendió conveniente, dada la agresividad de estos sistemas. En lo personal, si me 
dieran a elegir, tal vez optaría por ir negociando con los vecinos -aunque es un camino más largo- un proceso en el que todos a la 
misma vez fuéramos eliminando el régimen. Pero es algo más difícil de concretar. 


En este momento se ponderó como importante dar esa señal porque, reitero, Argentina está usando de manera muy agresiva el 
sistema de detracciones para recaudar, lo que podría ser una ventaja competitiva que atrajera inversiones para el país. Entre estas 
dos cosas, se priorizó en este caso la única forma que había para mantener esto como una medida compensatoria. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Creo que la pregunta que hizo el señor Senador Heber es válida aunque seguramente no es así en todos 
los casos, ya que se han usado otros instrumentos frente a distorsiones fuertes del mercado. Los más notorios durante el año 2003, 
frente a distintos instrumentos que manejó Argentina, fueron los siguientes. Uruguay puso precios de referencia y derechos 
específicos que, además, fueron variando buscando un equilibrio para no perjudicar demasiado el consumo interno, pero también 


procurando que medidas realmente ajenas al espíritu y a la letra del Tratado del MERCOSUR no terminaran, por ejemplo, en la 
cadena farinácea, en los aceites o en el problema de las provincias argentinas. Nunca fueron rígidos, ya que a veces se ponían y 
otras se sacaban, pero siempre en forma dinámica y en algunas oportunidades hasta coordinada con la Argentina. 


Reitero que la pregunta es válida y no sería una excepción sólo para esto; lo sería con este instrumento, pero con otros hay una 
política dinámica. El ideal sería que ninguno de los países hiciera estas cosas. Pero siendo el más chico... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permiten, quiero dejar la constancia de que si se sacara esta excepción y se pudiera exportar 
crudos, salados, pickelados y wet-blue sin detracción -que es muy pequeña- las posibilidades de quedarnos sin materia prima -que 
en el caso de los cueros es finita- sería muy alta; estamos hablando de cientos y miles de puestos de trabajo. 


Correspondería considerar ahora el artículo 22. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- El artículo 2? dice: "Sustitúyese el literal C) del artículo 15" del Título 14 del Texto Ordenado 1996, por 
el siguiente: 


C) las deudas contraídas con proveedores de bienes y servicios de todo tipo, salvo préstamos, colocaciones, garantías y saldos de 
precio de importaciones, siempre que dichos bienes y servicios se destinen a la actividad del deudor. Las deudas a que refiere este 


literal, cuyo acreedor sea una persona de Derecho Público no contribuyente del Impuesto al Patrimonio, no serán deducibles”. 


Este artículo refiere a algunos pasivos que no son deducibles para el Impuesto al Patrimonio. Lo que se está haciendo es dejar 
bajar los pasivos con personas del Estado que tributen este Impuesto. 


Este artículo tenía su sentido en el momento en que fue redactado. Originalmente los Entes del Estado no pagaban Impuesto al 
Patrimonio. La filosofía era la siguiente: es deducible aquello que paga IMABA o Impuesto al Patrimonio. Quiere decir que en aquel 
momento tenía sentido, pero ahora está generando una doble tributación que es injusta, y precisamente eso es lo que se busca 
corregir. 


SEÑOR HEBER.- Quisiera que se me aclarara algo con el fin de entender bien el alcance de este artículo. El literal que se propone 
como sustituto, en su parte final dice: "Las deudas a que refiere este literal, cuyo acreedor sea una persona de Derecho Público no 
contribuyente del Impuesto al Patrimonio, no serán deducibles". 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Esas se mantienen como no deducibles. En cambio, antes alcanzaba con que el acreedor fuera de 
Derecho Público. 


SEÑOR HEBER.- O sea que existe un acotamiento de las posibilidades de deducción del Impuesto al Patrimonio. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- El artículo actual es más restrictivo que el que se propone. En el anterior no era deducible ninguna 
deuda con una persona de Derecho Público; en cambio ahora, en la medida en que ese Ente de Derecho Público pague Impuesto 
al Patrimonio, para quien le debe el pasivo es deducible. 


O sea que este artículo es de estricta justicia, ya que hoy existe una doble tributación en esa materia. 
SEÑOR ATCHUGARRY.- ¿Hay alguna idea de los costos? 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- El tema del costeo de estos artículos es bastante complicado, pero en este caso se puede estimar 
con bastante certeza; sería de alrededor de U$S 1:700.000 al año. 


Con relación al artículo 3%, debo decir que cambia el sistema de cómputo de los pasivos cuando existen activos en el exterior. Este 
es un tema bastante complicado y difícil de explicar. Esta disposición intenta hacer un poco más justa la forma de cómputo de los 
pasivos. Tal vez la manera de entender más fácilmente el cambio sería dando un ejemplo. Pongamos el caso de una empresa que 
tiene, por ejemplo, $ 10 de activos en el exterior y $ 8 de activos gravados, totalizando un activo de $ 18, y a su vez tiene un pasivo 
no deducible -que puede ser por concepto de importaciones de insumos para sus procesos productivos- de $ 7 y un pasivo, que en 
principio se puede deducir, de $ 6. El problema está en que esta empresa tiene un activo en el exterior de $ 10, que es superior al 
pasivo deducible de $ 6; entonces, no puede deducir ningún pasivo, de acuerdo con la forma en que está redactada actualmente la 
deducibilidad del pasivo. Lo que se propone es comparar el activo en el exterior con el pasivo no deducible -con esa deuda de 
importación- y en la medida en que haya un remanente en esa cuenta -que en este caso existe, ya que 10 menos 7 da 3- el pasivo 
computable pasa a estar integrado por los $ 6 de pasivo deducible que habíamos dicho, menos ese remanente. Eso mejoraría la 
situación de cálculo del Impuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el cálculo se haría sobre $ 3, que es el resto entre 6 y 3. 
SEÑOR SUBSECRETARIO.- Exactamente, ese sería el pasivo computable para la empresa. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber cómo se tributa eso en la actualidad. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- En el caso planteado, por ejemplo, el pasivo deducible para la empresa era cero, porque en todos los 
casos en que haya activos en el exterior, activos exentos o activos no computables, lo primero que se hace es absorber, restar, del 
pasivo deducible, todos esos activos. Aquí lo que se pretende es establecer un régimen más conveniente para los activos en el 
exterior. Básicamente, en este caso, el destinatario de este beneficio sería el exportador. Si tenemos en cuenta el sistema que rige 
actualmente, ello resulta bastante injusto, dada la asignación directa que se hace del pasivo al activo, que termina no pudiendo 
deducir pasivos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decir que en el repartido está faltando una hoja que luego será agregada. 


Por otra parte, deseo saber si esto es para evitar que la gente, cuando se proceda a la liquidación del impuesto, lo evada, en 
función de generar mayor pasivo en el exterior. Hago esta pregunta porque en este momento la tendencia es bajar los costos o la 


presión tributaria. 


SEÑOR EIBE.- Efectivamente, como este es un tema muy árido, me gustaría remontarme a la historia del Impuesto al Patrimonio, 
porque creo que ello podría explicar este problema. 


Originariamente, el Impuesto al Patrimonio era un impuesto al patrimonio neto, donde los sujetos pasivos computaban todos los 
activos locales y deducían todos sus pasivos con unas tasas bastante más elevadas que las vigentes. En momentos en que existía 
ese esquema -desde la creación del Impuesto al Patrimonio en la década del 60- se planteaban algunos problemas. Uno de ellos 
era que la gente creaba pasivos, fundamentalmente pasivos en el exterior, porque no podía verificarse su origen. 


Por la década del 80, hubo una primera modificación del Impuesto al Patrimonio en la que se estableció lo que se dio en llamar el 
orden de asignación directa de los pasivos que consistía en que si había pasivos en el exterior, en primer lugar, debían imputarse a 
los activos exentos y si quedaba algún remanente, el mismo se debía deducir del activo local que era el que estaba gravado para 
determinar el patrimonio. O sea que por esa disposición lo que se hizo fue invertir el orden natural de la financiación: todo el pasivo 
financia todo el activo, por lo que no hay manera de separar y decir: "este pasivo financia este activo y este otro pasivo financia al 
otro activo". 


Lo que se estableció fue una norma tributaria en forma discrecional y expresa que obligaba a imputar, en primer lugar, el pasivo del 
exterior al activo exento y, sólo después, si sobraba pasivo, se deducía el activo gravado. Esa era la norma. 


Luego, a principios de la década del 90, se genera un nuevo cambio en el Impuesto al Patrimonio: deja de ser estrictamente un 
Impuesto al Patrimonio en sentido técnico para convertirse en un híbrido entre un Impuesto al Patrimonio y un impuesto a los 
activos, cuya filosofía general es que todo pasivo deducible tiene que ser, como contrapartida, activo gravado por el Impuesto al 
Patrimonio o por el IMABA. Además, se preserva esa norma previa de la década del 80 que establecía el orden de imputación 
directa de los pasivos en el exterior a los activos exentos. Cuando se combinan ambas disposiciones, ¿qué sucede? Pongamos el 
ejemplo de un sujeto, por ejemplo, un exportador que tiene activos en el exterior que no están gravados -porque no están en el 
país, como son las cuentas a cobrar que tiene en el exterior- que tiene activos locales que sí están gravados -como las 
mercaderías o cuentas a cobrar por su actividad local- que tiene pasivos en el exterior -como las importaciones, que son pasivos 
por compra de materias primas que no son deducibles para el impuesto- y que tiene pasivos locales por sus proveedores que sí 
son deducibles. 


Con ese régimen de imputación, ¿qué tiene que hacer el exportador? El pasivo del exterior no lo considera a ningún efecto y el 
pasivo deducible lo tiene que imputar primero al activo exento -que es el de las cuentas a cobrar en el exterior- y recién si le sobra, 
ese sobrante lo puede deducir del activo gravado. 


Entonces, en la mayor parte de los casos, los exportadores que tienen esas cuentas a cobrar en el exterior no pueden deducir 
ningún pasivo, porque lo primero que tienen que hacer es absorber los pasivos deducibles con el activo que tienen en el exterior y 
recién después, si les sobra, lo pueden imputar al activo gravado local. Esto genera una situación que, si bien es consistente con el 
principio general de que todo pasivo tiene que ser activo gravado y sino no se puede deducir, genera un perjuicio bastante 
significativo a los exportadores. 


En definitiva, lo que se establece en esta disposición es una excepción a la regla general para esas situaciones. Para ello se 
establece, por ejemplo, que cuando un exportador tiene un activo en el exterior y un pasivo también en el exterior, lo primero que 
tiene que hacer es matar ese pasivo del exterior contra el activo del exterior, y recién después, si le queda remanente del activo en 
el exterior, puede matar el pasivo deducible, con lo cual se está generando una situación de mayor justicia, aún cuando esto no 
esté perfectamente alineado con la solución general que tiene el impuesto. 


Pido disculpas si he sido complejo en alguna de mis explicaciones, pero esa es la situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Independientemente de la explicación del contador Eibe, debo decir que al proyecto de ley que envió el 
Ministerio de Economía y Finanzas le falta el artículo 4% y también una parte del artículo 3 que es, justamente, del que estamos 
hablando. 


SEÑOR ASTORI.- Quería decir que actualmente no existe el Impuesto al Patrimonio porque lo que hay no lo es. Es decir que 
"strictu sensu" en el Uruguay no existe el Impuesto al Patrimonio, porque se ha tergiversado tanto su concepto y su naturaleza que 
dejó de existir como tal y pienso que recuperarlo va a implicar todo un proceso que no será fácil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más opiniones o preguntas, pasaríamos al artículo 5%, ya que no contamos con la redacción del 
4 aunque, si lo consideran conveniente, lo podrían explicar. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- El artículo 4* dice: "Sustitúyase el último inciso del artículo 61* del Título 4 del Texto Ordenado 1996, 
por el siguiente: 


“Aquellos contribuyentes cuyo Impuesto a las Rentas de la Industria y Comercio sea superior a las cantidades abonadas por el 
impuesto del inciso anterior, abonarán, por aquel concepto, únicamente el excedente. Si no existiera Impuesto a la Renta en el 
ejercicio, o si éste fuera inferior al impuesto a que refiere el inciso anterior, las cantidades no deducidas podrán trasladarse a los 
ejercicios siguientes, hasta un máximo de tres, a efectos de disminuir el Impuesto a las Rentas de la Industria y Comercio de tales 
ejercicios. A estos efectos, dichas cantidades no deducidas se actualizarán por la evolución del Indice de Precios Mayoristas y se 


imputarán por orden de antigúedad, incluido el impuesto del ejercicio”. 


Este artículo refiere al llamado Impuesto Mínimo a la Renta que se estaba exigiendo y que se aplicaba en escalas, según los 
niveles de venta. Para decirlo sencillamente, esta disposición se introduce en el mismo esquema de tratamiento de las pérdidas de 
ejercicios anteriores para el Impuesto a la Renta y hace que esos pagos, que en algún momento fueron mínimos, puedan utilizarse 
a cuenta del pago del Impuesto en los casos en que en los futuros ejercicios se fije un impuesto que en ese momento no exista. 


Este es el sentido de esa disposición y pensamos que va a tener un impacto muy grande, justamente, en el grupo de las pequeñas 
y medianas empresas que tributan el Impuesto a la Renta. Es decir que esto incide en las empresas que tienen menores niveles de 


venta porque, aun estando gravadas por el Impuesto a la Renta, en el futuro van a poder beneficiarse de este mecanismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Más allá de las imprecisiones que pueda haber en algunas circunstancias, solicitamos que nos acerquen 
el artículo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- En cuanto al costo de este artículo, debemos decir que es imposible de estimar porque depende de 
que la empresa en el futuro pase a tener una ganancia que supere la renta implícita que está en ese IRIC mínimo. Realmente, no 
encontramos forma de estimar el costo del artículo. 


SEÑOR ASTORI.- Tengo una duda proveniente de la exposición de motivos. Hay dos posibles situaciones; una la entiendo y la otra 
no. La primera señala que en el caso del pago del impuesto mínimo a las Rentas de la Industria y Comercio se habilita la 
imputación en períodos posteriores cuando hay pérdida fiscal. Eso es claro, pero la segunda situación no la entiendo ya que en la 
exposición de motivos se dice: "o que el Impuesto a las Rentas de la Industria y Comercio sea menor a dicho pago mínimo." No 
entiendo qué se quiere decir con esto. 


SEÑOR EIBE.- El esquema del pago mínimo del Impuesto a las Rentas implica que, según el nivel de ingresos que tienen las 
empresas, hay que hacer pago mensual durante todo el período, el que queda como definitivo. Si la empresa tuvo pérdida, igual 
queda como pago definitivo y si el 35% de la renta neta es menor que el pago mínimo, también queda como pago definitivo. 


SEÑOR ASTORI.- No es que el impuesto sea inferior al pago mínimo, sino que las rentas... 


SEÑOR EIBE.- Es el impuesto, no las rentas. Lo que se compara es el impuesto que surge de aplicar el 35% de la tasa de la renta 
neta con el pago mínimo. No es la renta sino lo que surge de aplicar a la renta la tasa del 35%. 


SEÑOR ASTORI.- No es demasiado importante porque es algo que está en la exposición de motivos y no en el proyecto, pero sigo 
creyendo que la redacción es muy confusa y quizás mejoraría -lo dejo como sugerencia a considerar en el futuro- decir, no que el 
Impuesto a las Rentas de la Industria y Comercio sea menor a dicho pago mínimo, sino que el impuesto que correspondería pagar 
de acuerdo con los criterios de liquidación de dicho tributo sea inferior al pago mínimo. Acá estamos diciendo que el impuesto sea 
inferior al pago mínimo, pero no es el impuesto que se va a pagar ni mucho menos. 


De todos modos, reitero que no tiene la importancia que podría tener una redacción de texto del proyecto. 


SEÑOR EIBE.- Comparto la apreciación, que es sutil. Siempre se ha planteado un problema incluso terminológico respecto a si el 
impuesto mínimo es Impuesto a la Renta o no. Se concluye que es impuesto a la renta; entonces, estaríamos frente a dos 
liquidaciones del mismo impuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 5, 


SEÑOR SUBSECRETARIO..- El artículo 5% dice: "Facúltase al Poder Ejecutivo a exonerar las rentas a que refieren los literales B), 
C) y E), del artículo 2” del Título 4 del Texto Ordenado 1996, cuando los servicios o las enajenaciones que les dan origen, sean 
realizados a un usuario de Zona Franca. La facultad establecida en este artículo podrá aplicarse en tanto se verifiquen algunas de 
las siguientes hipótesis: 


a. cuando no exista oferta de bienes y servicios similares en territorio nacional no franco de acuerdo a las condiciones que 
establezca el Poder Ejecutivo. 


b. cuando las rentas derivadas de las operaciones similares que se realicen desde territorio nacional no franco a Zona Franca 
estén exoneradas del Impuesto a las Rentas de la Industria y Comercio." 


Los literales B), C) y E) hacen referencia a distintas hipótesis del IRIC instantáneo, que gravan la asistencia técnica y otros 
aspectos. Lo que se busca aquí es, justamente, tratar de promover, por ejemplo, esa asistencia técnica y tecnológica, pero en 
alguna hipótesis que no perjudique al productor que está instalado en el territorio nacional. 


Por su parte, el artículo 6” declara que el beneficio establecido en el artículo 38 -que tiene que ver con la autocanalización del 
ahorro- del Título 4 del Texto Ordenado de 1996 comprende el diferimiento total o parcial de la renta neta fiscal. En el entendido de 
que el Poder Ejecutivo está facultado para exonerar, debería estar facultado para usar un instrumento de diferimiento ya que 
implica un costo menor. Con esto se busca dar un menú de opciones más amplio al momento de promover proyectos de inversión. 


Entiendo que este artículo da una elasticidad al Poder Ejecutivo que podría mejorar la situación de las arcas del Estado en el futuro 
sin perjudicar al inversor, porque en el período donde se hace el diferimiento, para este último el flujo de caja sigue siendo el 
mismo; a partir del sexto año empezaría a pagar ese impuesto, pero todos conocemos las tasas de retorno requeridas para los 
inversores. Si pensamos, por ejemplo, en una tasa del 20% -por decir algo- lo que sería el valor actual neto del impuesto a pagar 
en el futuro, no hará cambiar la decisión de invertir, y lo sustancial es que en el período de maduración de la inversión se logre un 
tratamiento preferencial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, esto implica que cuando los inversores empiezan a pagar los impuestos, en función de que la 
exoneración se hace por determinada cantidad de años -pero en este caso no se exonera sino que se difiere- además pagarían los 
anteriores. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Así es; se difiere el Impuesto a las Rentas desde los primeros años hacia el futuro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo tanto, en ese futuro se pagarían los impuestos correspondientes más el impuesto que no se pagó, 
sin actualizar, partiendo de la base de que la inversión en términos económicos es rentable pero tiene un problema de flujo de caja 
que tiene que ver con la maduración de la inversión. No sería problemático el pago de impuestos si se cobraran una vez que el 
negocio estuviera funcionando a pleno. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Ese sería el primer razonamiento; el segundo es que como hablamos de flujos bastante lejanos, el 
eventual perjuicio traído a valor actual neto por una tasa, que es la que maneja cualquier inversor -por ejemplo, el 20%- el costo es 
mínimo o una cifra bastante menor, teniendo en cuenta el valor nominal del eventual perjuicio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En los hechos, el pago diferido actúa como una quita de parte de la exoneración. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Así es, señor Presidente, y creo que logramos el efecto de defender lo que es la caja del Estado sin 
perjudicar al inversor. 


El artículo 7” exonera del IVA los intereses de los préstamos destinados a la adquisición de inmuebles nuevos y define lo que son 
"inmuebles nuevos", como adquisición de propiedades de inmuebles nuevos, en el caso de que las mismas no hayan sido 
ocupadas legítimamente. 


Su redacción repite la que se había dado en la Ley N* 17.399, de 17 de setiembre de 2001. El objetivo es tratar de promover la 
nueva construcción y la venta de esos nuevos inmuebles que puedan estar en stock, sin vender, por lo menos los que son 
financiados con pasivo bancario. La vigencia es hasta el 28 de febrero de 2005. Tomando en cuenta los niveles que estimamos se 
están dando en el mercado de venta de este tipo de inmuebles, se estima por esta medida un costo del orden de los U$S 400.000 
anuales, asumiendo una tasa de interés de 16% o del IVA al 23% y que la mitad de las operaciones se puedan estar haciendo con 
préstamos bancarios. 


SEÑOR ASTORI.- Obviamente estamos hablando de una tasa de 16% en moneda extranjera. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Así es; lo calculamos sobre un monto de transacciones en moneda extranjera y normalmente son 
operaciones que se financian también en esa moneda. 


Esto complementa otras medidas que se han tomado como, por ejemplo, la rebaja de aportes a la construcción. Esto forma parte 
de la batería creada para ayudar a la industria de la construcción. 


SEÑOR ASTORI.- Inclusive, creo que complementa también otras adquisiciones de inmuebles respecto a los cuales se exoneró de 
IVA los intereses, por ejemplo, las operaciones con el Banco Hipotecario. Y veo que este beneficio se extiende a las novaciones de 
esas deudas. Quiere decir que si esa deuda tuvo originalmente este beneficio, en caso de novación se mantiene esta exoneración. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Pasando al artículo 8%, puedo decir que se hace referencia a los fideicomisos no comprendidos en el 
literal B) de este artículo. El problema que tenemos es que no siempre se conoce el beneficiario del fideicomiso, ya que muchas 
veces es anónimo. Entonces, se ponía un sistema de retenciones para cobrar ese impuesto o se hacía contribuyente al fideicomiso. 
Por lo tanto, nos pareció más conveniente la solución que estamos proponiendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Estamos hablando también de bienes inmobiliarios? 


SEÑOR EIBE.- Como principio general hay que aclarar que los fideicomisos son patrimonios de afectación; pero en materia 
tributaria se establece que son contribuyentes en las mismas condiciones que las sociedades personales. Esto quiere decir que si 
existen fideicomisos que se dedican a una actividad empresarial son contribuyentes como cualquier empresa, ya que tributan el 
Impuesto al Patrimonio, el Impuesto a la Renta y los que les corresponda. Al igual que en las sociedades personales, puede haber 
fideicomisos que no son contribuyentes de Impuesto a la Renta como, por ejemplo, los fideicomisos que sean propietarios de 
inmuebles o de cualquier otro bien que obtenga renta pura de capital. A diferencia de las sociedades personales, nosotros no 
necesariamente sabemos, en el caso del fideicomiso, quién es el beneficiario o el fideicomitente, porque pueden ser hechos al 
portador. Por lo tanto, podemos no saber quién es el beneficiario. En la medida en que los fideicomisos no son contribuyentes del 
Impuesto al Patrimonio, nosotros no tenemos modo de saber quién es el propietario de esa cuota parte del fideicomiso. No 
tenemos modo de asignar la responsabilidad tributaria por la propiedad de esos bienes inmuebles u otros bienes que estén 
gravados por el impuesto. Entonces, la alternativa que se utilizó fue designar a esos fideicomisos agentes de retención del 
impuesto. Pero la figura del agente de retención, cuando tenemos un impuesto como el del patrimonio, que tiene tratamiento 
distinto para las personas físicas y jurídicas, es sólo un paso intermedio y luego tendría que liquidarse esa persona física o jurídica 
que tiene la cuota parte de participación en el fideicomiso, de acuerdo a las normas aplicables. Eso es extremadamente complejo 
en el caso de los títulos al portador. Aquí se opta por designar a esos fideicomisos que no son contribuyentes del Impuesto a la 
Renta y no desarrollan actividad empresarial, contribuyentes por sí mismos en las mismas condiciones que las sociedades 
anónimas. Esto quiere decir que van a liquidar una tasa del 2%, que es un porcentaje intermedio entre lo que puede ser la situación 
de una persona física que tenga inmuebles importantes, que puede llegar al 3%, y una tasa empresarial que es del 1,5%. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estos artículos no los exonera, sino que los incluye. 


SEÑOR EIBE.- Los incluye como contribuyentes aun cuando no desarrollen actividad empresarial, para evitar el problema de su 
designación como agentes de retención con respecto a la responsabilidad de terceros. 


SEÑOR ASTORI.- Creo que aquí existe un problema de redacción del proyecto. Quizás esté equivocado, pero quisiera hacer una 
consulta al respecto. El literal B) del artículo 1* del Título 14 refiere a los sujetos pasivos del Impuesto a las Rentas de la Industria y 
Comercio comprendidos en los literales A), B), E) y F) del artículo 6? del Título 4 del Texto Ordenado. O sea que está definiendo 
cuáles son los sujetos pasivos del Impuesto al Patrimonio y a ellos alude el literal B). Pero acá estamos agregando un literal E), que 
dice: "los fideicomisos no comprendidos en el literal B) de este artículo". 


Ahora bien, en el literal B) no hay fideicomisos como para referirse a los fideicomisos que no están comprendidos. Si no entiendo 
mal lo que se quiere decir, me parece que lo que tendríamos que establecer aquí es que "los fideicomisos liquidarán el tributo en 
iguales condiciones que las sociedades anónimas", puesto que si expresamos "los fideicomisos no comprendidos en el literal B)", 
estamos diciendo que hay fideicomisos que sí lo están. De acuerdo con la redacción del literal B), aparentemente no hay 
fideicomisos comprendidos. 


SEÑOR EIBE.- Puede ser que aquí exista un error de esa naturaleza. Si no recuerdo mal, en el literal B) del artículo 1? del Título 14 
están incluidos los contribuyentes del Impuesto a las Rentas, pues allí se expresa: "los sujetos pasivos del Impuesto a las Rentas 


de la Industria y Comercio comprendidos en los literales A), B), E) y F) del artículo 6 del Título 4 del Texto Ordenado, con 
excepción de los incluidos en el literal E) del artículo 33". No tengo la remisión de los comprendidos en los literales A), B), E) y FP), 
pero si allí no están los fideicomisos, de pronto habría que hacer una modificación. 


No estoy de acuerdo con el cambio de redacción que establece el señor Senador, porque no se trata de equiparar los fideicomisos 
con la tributación de las sociedades anónimas. Si eso fuera así, los fideicomisos pagarían por todas sus rentas. Si no recuerdo mal, 
en el proyecto original del Poder Ejecutivo se establecía que iban a tributar como las sociedades anónimas, pero en el trámite 
legislativo, cuando se discutió a nivel de esta Comisión, se modificó para que tributaran como las sociedades personales. Aquí se 
está estableciendo algo distinto específicamente para esos fideicomisos. 


SEÑOR ASTORI.- Admito que cometí un error. En caso de que sea pertinente mi observación, habría que definir los fideicomisos 
que se supone que acá no están comprendidos en el literal B), y especificarlos. Se podría señalar que los fideicomisos de tal 
naturaleza liquidarán el tributo en iguales condiciones que las sociedades anónimas. Esto no quiere decir que todos los 
fideicomisos van a liquidar el Impuesto al Patrimonio como las sociedades anónimas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia solicita a los contadores Rosa y Eibe que, de ser posible, acerquen a la Comisión una 
redacción en los términos que planteaba el señor Senador Astori; es decir que en lugar de la expresión "en el literal B)", se 
identifique qué fideicomisos son los que no liquidarán el tributo en las mismas condiciones que las sociedades anónimas. 


Pasamos a considerar el artículo 9". 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- El artículo 9%, en su primer párrafo, dice: "Los titulares de obras podrán optar por abonar el seguro de 
accidente de trabajo conjuntamente con el Aporte Unificado para la Industria de la Construcción, establecido en el Decreto-Ley N 
14.411, de 7 de agosto de 1975, o contratarlo directamente en forma individual.". 


Al respecto quiero decir que hoy hay una tasa del 6% que forma parte del Aporte Unificado para la Industria de la Construcción a 
cuenta de este seguro y no existe la opción de contratarlo en forma individual. Lo que se quiere es darle a la empresa constructora 
esta opción porque se entiende que va en el sentido de los buenos incentivos para promover una menor siniestralidad y así 
defender las condiciones de trabajo de la gente que se desempeña en esta área. Además, como premio a ello, la idea es que esa 
empresa de baja siniestralidad pueda negociar tasas primas inferiores a lo que hoy es la prima unificada. 


Ese es el espíritu que está por detrás de esta medida que entendemos va a tener un impacto favorable en lo que es el costo de la 
construcción. A su vez, debemos recordar que ésta tuvo una baja de aportes. Si miramos el índice de la construcción de enero de 
2004 donde empieza a aplicarse la baja del Aporte Unificado para la Industria de la Construcción, el índice general bajó un 1,02%, 
debido a un impacto producido por la baja de leyes sociales del 10,81%. Por supuesto que la magnitud de esto que planteamos 
ahora no va tener tanto impacto como lo que acabo de mencionar; sin embargo, colabora y, como dije, en la medida en que 
promueve una menor siniestralidad, cumple con otro tipo de objetivos desde el punto de vista humano. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Digamos que esto libera al empresario de contratarlo "for faith" contra la planilla, pero no está alterando la 
exclusividad que tiene el Banco de Seguros en la materia. Quería que este punto quedara bien claro en la versión taquigráfica. 


En definitiva, por lo que puede optar cada empresa es por hacer pesar su mayor o menor siniestralidad. Obviamente, las que 
tengan menor siniestralidad van a optar; las otras no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacerle una pregunta al contador Rosa. 


¿Esto implica que el Banco de Previsión Social será transparente al decir en el Aporte Unificado -más allá de que en este momento 
hay una parte exonerada- cuánto corresponde al seguro? Hoy el Banco de Previsión Social traslada lo que el Banco de Seguros 
tiene como imposición o como cobro de este seguro al Aporte Unificado. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Exactamente, señor Presidente. Es más; si los señores Senadores lo desean puedo dejar una copia 
con los datos sobre cómo se componía la tasa del 86% y cómo se compone la del 76% que rige desde enero de 2004. Allí se 
expresa con total claridad que a cuenta de la prima Banco de Seguros del Estado se está poniendo un 6%. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Ese porcentaje está fijado por ley o es una decisión discrecional del Banco de Seguros del Estado? 


Si el tema es de costos, como decía el señor Senador Atchugarry, pregunto si, en caso de que las empresas con menos siniestros 
salgan de esto, el Banco de Seguros no subirá esta tasa en virtud de que se estará quedando con las que tienen menos siniestros, 
independientemente de que esto pueda tener un efecto bueno para que muchos contraten sus seguros allí y esta institución los 
trate y evalúe como clientes propios y, a su vez, los obligue a contar con algunas condiciones de seguridad. Hoy, como es al 
montón y no se premia o da lo mismo hacer las cosas bien que mal, muchos se descansan en que tienen contratado un seguro. 


En fin, lo que quiero saber es si se han evaluado los efectos de que los constructores que hagan las cosas bien puedan tener un 
seguro más barato y, por lo tanto, también un costo menor de construcción. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Lo que se busca es premiar a quien tenga una siniestralidad que permita obtener primas por debajo 
del 6%, que es lo que hoy está cobrando el Banco de Previsión Social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso está claro y a largo plazo será beneficioso; pero el problema es que en el corto plazo puede ocurrir 
que tengamos una cantidad de pequeñas empresas que el Banco de Seguros no pueda evaluar -o no esté en condiciones de 
hacerlo- y que les cobre -si concurren a las ventanillas de la institución- lo mismo que el Banco de Previsión Social. Ahora bien, si 
de la cartera se van retirando los mejores clientes, que se pasarían, digamos, al premio de una siniestralidad menor, pregunto si no 
podría ocurrir que, como esto no está regulado por la ley, empezara a aumentar lo que el Banco de Seguros considera una mala 
cartera. No sé si estoy razonando bien. 


El tema es así. El Banco podría decir: Me voy con buenos clientes al 4% y al 8% con lo que pienso son malos clientes, porque no 
los puedo evaluar, porque no tengo estructura para hacerlo, en virtud de que son pequeños. Obviamente, una cosa son las grandes 


construcciones y otra muy distinta las pequeñas. Pregunto, entonces, si en el cortísimo plazo esto no provocará un aumento en la 
gran masa de constructores, aunque en el largo plazo se trate de algo beneficioso. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Para el Banco de Seguros va a ser más fácil que para nosotros tratar de evaluar la siniestralidad de la 
cartera que vaya tomando. Esta es como cualquier decisión empresarial; por supuesto que en los primeros tiempos habrá alguna 
variación con respecto a las expectativas, pero supongo que eso será un período de ajuste muy menor. 


Repito que el tema no es que hoy no se sepa cuál es la siniestralidad, puesto que hay estadísticas a las que todos podemos 
acceder. 


SEÑOR PRESIDENTE..- En la medida en que el Banco de Seguros es el asegurador en este caso, pregunto si está en condiciones 
de evaluar el riesgo que tiene cada empresa. Dicho de otra manera: hoy se trata de una bolsa y es lo mismo hacer las cosas bien 
que mal. Las empresas grandes, que en general pueden estar en condiciones, podrían contratar un seguro más barato -inclusive, le 
puede servir al propio Banco de Seguros- y cobrar más rápido en caso de un siniestro. Ahora bien, como del bolsón se sacarían 
algunas empresas y los porcentajes serían un poco mayores, podría comenzar a aumentárseles la tasa o el costo del seguro; pero 
cuando las empresas chicas pidan una evaluación, la respuesta podría ser: no estoy en condiciones de hacerlo porque no tengo 
estructura para hacerlo, ya que hasta ahora la mecánica era la del bolsón y no importaba nada. 


Lo que quiero saber es si en caso de que en forma masiva las empresas pidan una evaluación, el Banco está o no en condiciones 
de hacerlo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Para las pequeñas empresas se va a tomar una tasa, no estudiada en forma personalizada sino fijada 
en base a lo que son los promedios. En la medida en que al Banco de Seguros le parezca que esa siniestralidad merece una tasa 
superior al 6%, la empresa puede seguir optando por permanecer en el Banco de Previsión Social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero si la tasa es discrecional del Banco de Previsión Social, también puede subirla. 
SEÑOR SUBSECRETARIO.- Entiendo que no es discrecional. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tendríamos que hacer esa consulta. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- El Poder Ejecutivo fija por decreto, tanto la tasa como el reparto interno de las diferentes prestaciones 
entre los distintos organismos. Creo que esta es la primera modificación en 20 años, por lo menos en cuanto al reparto interno. Ha 
habido pequeñas variaciones en cuanto al monto de la tasa pero, reitero, es la primera vez que se modifica lo relativo al reparto 
interno. De todos modos, el Banco de Previsión Social no la puede modificar porque ello corresponde sólo al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Además, cabe destacar que cuando la tasa era del 86%, lo que se imputaba al Banco de Seguros del 
Estado por tasa de aporte unificado era de un 6.15%, mientras que ahora es de 6%, por lo que la tasa no se modifica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no es discrecional, me convence, pero creo que sería bueno confirmar si el Banco de Seguros tiene esa 
discrecionalidad o no. Si es como lo señala el señor Senador Atchugarry, estamos en otra situación. 


Pasamos a considerar el artículo 10%, que es de orden. 
SEÑOR ASTORI.- Yo diría que no es solamente de orden, pues sin duda tiene un aspecto fiscal. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Se determina la vigencia de las disposiciones contenidas en la presente ley a partir del primer día 
hábil del mes siguiente a su publicación. 


SEÑOR NUÑEZ.- Como llegué tarde a la Comisión me he limitado a escuchar atentamente lo que se expresó, pero me llama la 
atención el artículo 1%, que deroga una facultad del Poder Ejecutivo. ¿Por qué simplemente no se la deja de utilizar en lugar de 
derogarla? ¿Qué señal política o de otro orden se quiere dar con eso? 


SEÑOR EIBE.- En primer lugar, la facultad a la que hace referencia el señor Senador está establecida en el artículo 572 de la Ley 
N* 17.296, que faculta al Poder Ejecutivo a dejar sin efecto el régimen de detracciones establecido en el Decreto-Ley N* 15.360, de 
29 de diciembre de 1982. 


Esta ley está dejando parte de las detracciones vigentes, con lo cual, si el Poder Ejecutivo ejerciera lisa y llanamente la facultad 
establecida en ese artículo derogaría las exoneraciones que hoy rigen sobre los cueros, por ejemplo. Esta disposición es distinta 
porque tiene dos componentes: por un lado, deroga la facultad otorgada al Poder Ejecutivo en el sentido de establecer detracciones 
a las exportaciones y por otro lado, exceptúa de esa facultad a la exportación de cueros crudos, salados, pickelados y wet- blue. 
Entonces, sería altamente discutible que el Poder Ejecutivo ejerciera la facultad del artículo 572 para algunos rubros, cuando la ley, 
aparentemente, se refiere al régimen de detracciones. 


En segundo lugar, también puede estar en tela de juicio si esa facultad de dejar sin efecto puede tener término, o sea, si el Poder 
Ejecutivo puede dejar en suspenso el régimen de detracciones por un período determinado. 


Naturalmente, no voy a dar mi opinión, puesto que no corresponde que diga si es o no conveniente derogar esta facultad. Lo que sí 
está claro es que aquí se está dando un mensaje de estabilidad, de certidumbre jurídica. 


En definitiva, estos son los dos aspectos que justifican el proyecto de ley. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- A fines de 2002 había mucho movimiento a nivel de la prensa a propósito del restablecimiento de las 
detracciones -que constituía un elemento de recaudación muy fuerte- cosa que no se hizo. Pese a ello, es notorio que 
particularmente en la agricultura -que requiere determinados grados de inversión y de estabilidad- hoy Uruguay ofrece condiciones 
más ventajosas que Argentina para producir lo mismo y por lo tanto ya está captando, incluso, inversiones de gente que no 
invertiría o que lo haría en la Argentina. 


Un elemento que reiteradamente se ha planteado es si el Estado no cedería a esta tentación una vez que, por ejemplo, alguien 
haya hecho las inversiones necesarias y le haya ido bien. Por consiguiente, creo que esta es una señal que ayuda a que la gente 
se decida a invertir. 


Por supuesto que el futuro no lo podemos conocer y, en definitiva, el Parlamento siempre será el dueño de la palabra. En última 
instancia, esa es una discusión de otra naturaleza. Y el hecho de redactar un decreto para fijar las detracciones en momentos de 
necesidad, es algo muy fácil de hacer. ¡Vaya si lo es! 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la información brindada por el señor Subsecretario y el contador Eibe, la que ha sido de 
mucha ayuda para el trabajo de esta Comisión. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.) 


(Así se hace. Es la hora 17 y 32 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


